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Acta N° 578 de noviembre 3 de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta de la tarde (3:30 p.m.), día y hora  señalados para continuar con la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal (privación de patria potestad) promovido por la Defensoría de Familia – Regional Risaralda, en representación de la niña Jency Leandra González González, contra Carlos Harvey González Ruiz, los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil-Familia del Tribunal, en asocio de la secretaria de la misma, se constituyen en audiencia pública y declaran abierto el acto, al que no han comparecido las partes ni sus apoderados. Se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el pasado 18 de agosto, de acuerdo con el proyecto presentado por el Magistrado Ponente, aprobado mediante el acta antes citada.

ANTECEDENTES

  



Solicitó la Defensora de Familia que se privara al demandado Carlos Harvey González Ruiz del ejercicio de la patria potestad sobre su hija Jency Leandra González González por haber completamente los deberes de padre; que se designara al señor Jhonatan González, hermano de la niña, como su curador; que se ordenaran las anotaciones respectivas y se relevara al curador de prestar fianza. 
Lo anterior con sustento en que la niña nació el 11 de noviembre de 2003, es hija extramatrimonial de Carlos Harvey y Margot y siempre estuvo bajo el cuidado de la madre hasta cuando ella falleció el 29 de agosto de 2008; desde entonces cuidan de ella su hermano Jhonatan González y la cónyuge de este, quienes le han dispensado afecto, protección y manutención como si fuera su hija. 

Agregó que Carlos Harvey se sustrajo al cumplimiento de sus obligaciones sin causa justificada, a tal punto que fue citado por la madre de la niña para conciliar su contribución alimentaria, lo que fracasó porque adujo que no tenía dinero; desde hace dos años no se sabe nada de él, no visita a la niña, la ha tenido abandonada completamente y no hay entre ellos vínculos afectivos, así que debido al fallecimiento de la progenitora, Jency Leandra requiere que se le designe un curador. 

  



Previa corrección de la demanda, se admitió con auto del 19 de noviembre de 2008, en el que se dispuso emplazar al demandado y citar a los parientes más cercanos de la niña; como no fue posible la comparecencia personal de de aquél, se le designó curadora ad-litem, auxiliar que al descorrer el traslado se pronunció sobre los hechos y los remitió a pruebas para la prosperidad de las pretensiones.
Convocadas las partes para la audiencia de que trata el artículo 430 del C. de P. Civil, se declaró la improcedencia de la conciliación; se decretaron y practicaron las pruebas, se concedió a las partes la oportunidad para alegar de conclusión y se dictó sentencia mediante la cual se privó al demandado de la patria potestad que ejercía sobre su hija al encontrar probada la causal alegada, se designó a Jhonatan González como su tutor, a quien se le ordenó presentar un apunte privado de bienes y se le exoneró de prestar caución; se ordenó la inscripción del fallo en el registro civil de nacimiento de Jency Leandra y se condenó en costas al demandado; además, se dispuso la consulta. 
En esta instancia, después de surtido el trámite respectivo y de recaudar algunas pruebas de oficio, se procede a decidir, previas las siguientes

CONSIDERACIONES

Es viable resolver de fondo el asunto por encontrarse reunidos los requisitos procesales para ello; además, demandante y demandado se encuentran debidamente legitimadas para actuar, de una parte por disposición legal en cuanto a la actora, en representación de la niña 
, y de otra, en lo atinente al demandado, de acuerdo con el registro civil de nacimiento de Jency Leandra González González, hija extramatrimonial de Margot González Toro y Carlos Harvey González Ruiz, nacida el 11 de noviembre de 2003 (f. 4, c. 1). 

Pretende la Defensora de Familia que se prive de la patria potestad que sobre Jency Leandra, tiene su señor padre y se le designe curador ante la ausencia por muerte de la madre. Dicha facultad ha sido definida por el artículo 288 del C. Civil, subrogado por el artículo 19 de la Ley 75 de 1968 como “...el conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a aquellos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone.”.
La misma norma, en su inciso segundo, modificado por el artículo 24 del Decreto 2820 de 1974, establece que el ejercicio de esos derechos sobre los descendientes corresponde a los padres conjuntamente, a menos que uno de ellos los delegue total o parcialmente en el otro como lo permite el artículo 40 ibídem, al modificar el 307 del C. Civil,  y a falta de uno de ellos la ejercerá el otro. 

El cuidado personal de la crianza y educación de los hijos, que igualmente conlleva “...vigilar su conducta, corregirlos y sancionarlos moderadamente, dirigir de común acuerdo la educación moral e intelectual, de los hijos, colaborando en su crianza, sustentación y establecimiento ...” 
, son deberes que impone el artículo 253 del Código Civil para el correcto ejercicio de la potestad parental y que la ley deposita en cabeza de los padres, en procura de la protección, el bienestar, la educación y, en general, el normal desarrollo de los hijos.

Más evidente es la cuestión ahora que el artículo 14 de la Ley 1098 de 2006 trajo como complemento de la patria potestad la obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los niños, las niñas y los adolescentes durante su proceso de formación, lo que incluye la responsabilidad compartida y solidaria del padre y la madre de asegurarse que aquellos puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus derechos.
En virtud de ello el Código Civil colombiano en su artículo 310, que remite al artículo 315, impone el cumplimiento de esos deberes para la conservación de dicha potestad señalando, inclusive, sanciones para quienes los desconozcan, tales como la suspensión de la patria potestad o su pérdida de acuerdo con las circunstancias causantes de ese incumplimiento, entre las que se encuentra, en el numeral 2 de la última norma citada, la alegada por la demandante, es decir, el “...haber abandonado al hijo...”, que da lugar, se reitera, a la privación o pérdida de ese derecho. 

Quien falte a esas obligaciones, que son imposiciones de orden legal, mal puede continuar en ejercicio de sus derechos como representante de quienes no están en capacidad de responder por sí mismos, y menos aún con la administración del patrimonio de sus hijos menores de edad, lo que hace que las consecuencias derivadas del injusto abandono, consagradas en las citadas normas sean lógicas y razonables.

   



Por supuesto que esta situación debe ser valorada con  celo, para no ir a sacrificar los intereses del menor, principalmente, pero también del padre a quien se le pretende despojar de tales atribuciones.  No siempre que hay alejamiento del padre respecto del hijo puede calificarse la situación dentro de la específica circunstancia del artículo 315-2 del C. Civil; razones pueden existir que lo justifiquen.  Es más, como atinadamente se ha sostenido, incluso por la jurisprudencia civil y constitucional, para que la causal aludida se abra paso, el abandono tiene que ser total; no basta, pues, el incumplimiento de ciertas obligaciones, por grave que sea, para separar al padre de aquellas facultades definitivamente, se requiere que la sustracción de sus deberes como progenitor sea absoluta, tanto en lo económico, como en lo afectivo.  





La Corte Constitucional, recogiendo lo que ha sido tesis de la Corte Suprema de Justicia, ha dicho sobre el particular, en providencia que en extenso se transcribe por lo esencial para resolver este asunto, que 
:
8. En el presente caso existen pruebas suficientes para entender demostrado el incumplimiento relativo del padre de sus deberes parentales. En efecto, los testimonios y documentos demuestran que pese a que la madre enviaba puntualmente recursos suficientes para el mantenimiento de la menor, sin embargo el padre no pagaba oportunamente la matrícula escolar; que habitaban en un lugar poco adecuado para la menor; que ésta permanecía sola y por ello existía un nivel de riesgo no despreciable sobre su seguridad e integridad. Ello, sin considerar las deficiencias que en materia de alimentos o recreación hubieren podido existir. Por todas estas razones y otras que aparecen explícitas en las dos sentencias civiles impugnadas, los jueces encontraron que debía proceder la pérdida de la patria potestad. Lo que resulta claro al leer las decisiones civiles mencionadas, es que tanto el juez de primera instancia como el Tribunal actuaron movidos por el interés superior del menor que entendieron representado en la necesidad de que la niña permaneciera con su madre quien aparentemente puede brindar mayores y mejores condiciones de vida y desarrollo personal y afectivo a la menor.

9. A su turno, la Corte Suprema de Justicia, sin descartar el incumplimiento del padre de algunos de sus deberes, encuentra sin embargo que no existen pruebas que demuestren el abandono de la menor. En estas circunstancias y atendiendo a la importancia que tiene la institución de la patria potestad tanto para el padre como para la pequeña Alejandra
, ordena que se anule la sentencia y que se profiera una nueva decisión bajo el entendido de que la causal de que trata el numeral 2 del artículo 315 del Código Civil exige, para poder declarar la pérdida de la patria potestad, la demostración plena de un abandono total y absoluto de los deberes parentales y no un incumplimiento parcial de los mismos. Al respecto dice la Corte en la sentencia de tutela que se estudia: 

"Olvidó el juzgador ad quem que ni siquiera el incumplimiento injustificado de los deberes de padre, conduce per se a la privación de la patria potestad, pues al efecto se requiere que el abandono sea absoluto y que obedezca a su propio querer. Así lo destacó esta Corporación en sentencia del 22 de mayo de 1987, al decir que "en verdad, el incumplimiento de los deberes de padre, grave e injustificado, no conduce por sí a la privación o suspensión del ejercicio de la patria potestad, pues para ello se requiere que dicho incumplimiento se derive del abandono del hijo, circunstancia ésta prevista en el artículo 315-2 del C. C. como causa de una u otra. En el presente caso, dadas las particularidades que lo rodean, se concluyó en el aquel incumplimiento como causa de separación, pues la situación de enfrentamiento conyugal que de hecho separó a los esposos le dieron origen, más no se puede concluir, por el mismo camino, que el demandado ha abandonado -por su querer- al hijo".

No se trata, entonces de predicar un juicio de valor, de más o menos, sobre la responsabilidad que le atañe al padre, ni de establecer cuánto aportó para la educación y bienestar material de la infante, sino de comprobar, de manera irrefutable que éste se desentendió totalmente de estos menesteres; por consiguiente, si como lo afirmaron unos testigos, en algunas oportunidades el accionante dejó a su hija bajo el cuidado de sus abuelos o que ocasionalmente la recibía del colegio el celador, le incumbía al juzgador examinar si esos hechos verdaderamente implicaban un total abandono de los deberes filiales del allí demandado; inclusive, valga la pena destacarlo, tales circunstancias miradas con otra óptica, en verdad razonable, podrían estimarse de una manera muy distinta a la que coligió el sentenciador, máxime si se articularan con otras pruebas, como la certificación del colegio del 21 de septiembre de 2005 (folio 138 cuad. copias).

Puestas así las cosas, es palpable que como el Tribunal acusado desacertó en su decisión, pues le dio un alcance a la prueba y a la norma en que fundamentó dicha determinación, que no les corresponden, procede amparar el derecho fundamental al debido proceso del peticionario y para ello, se dejará sin efectos la sentencia censurada, ordenándose, consecuentemente a esa Corporación que adopte las medidas que sean pertinentes en orden al resolver nuevamente la alzada con observancia de lo aquí expuesto.”

10. La posición de la Corte Suprema no desconoce el interés superior del menor. En efecto, uno de los factores que es necesario tener en cuenta para evaluar correctamente en que consiste este interés, es la defensa conjunta de todos los derechos que asisten al menor uno de los cuales, como se verá en el fundamento siguiente de esta decisión, es el derecho a mantener contacto y lazos de afecto con sus padres y el derecho de estos al debido proceso. En este sentido, no sobra mencionar que para casos en los cuales no se ha producido el abandono pero sin embargo existe un incumplimiento de los deberes de uno de los padres, existen remedios menos drásticos que ordenar la pérdida de la patria potestad, como ordenar, de oficio, en el mismo proceso verbal, la suspensión de este derecho (art. 310 C.C.) o la custodia a favor del otro padre y, en casos como el presente, conceder consecuentemente el permiso de salida del país y fijar el régimen de visitas que el juez considere conveniente para la menor en atención a las condiciones de sus padres y a los derechos fundamentales de esta
.

   



Pues bien, estas reflexiones sirven de punto de partida en este proceso, porque aunque los testigos escuchados refirieron que Carlos Harvey González Ruiz no fue un dechado de virtudes como padre frente a su hija, ni se preocupó por su sostenimiento, no perdió contacto con ella hasta en los últimos tiempos en los que salieron a relucir dos situaciones de inusitada importancia: la primera, que la madre de la niña buscó la forma de alejarla de su progenitor de manera que éste no se enterara dónde estaba; y la segunda, que desde antes de morir la madre de Jency Leandra el padre cayó en un estado de postración, como consecuencia de un accidente que, todo indica, le ha impedido ejercer hasta sus funciones básicas. Veamos. 
   



Yolanda Gutiérrez Vargas dijo que tuvo a la niña por un tiempo en su hogar comunitario y nunca conoció al padre; le contó la madre de aquella, eso sí, que él no le daba nada y que “va para dos años que el señor sufrió un accidente y quedó prácticamente discapacitado”. Es decir, que en general nada sabe de la relación entre padre e hija, salvo por lo que Margoth le contó.
  



Miriam del Socorro Jaramillo señaló que conocía desde hacía muchos años a Margoth, madre de la niña, porque estudiaron juntas y fueron vecinas; se enteró de los problemas que tuvo con Carlos Harvey, tanto que dejó de ir a la casa de ellos porque él era muy grosero; agregó que Carlos Harvey estuvo detenido y cuando regresó convivió por algún tiempo con Margoth hasta que ella no resistió y lo dejó, sin embargo, siguieron viéndose “a escondidas” hasta cuando él consiguió otra mujer y se acabó aquella relación; desde entonces no volvió a ver al demandado, ni a saber de su vida, ni este se volvió a preocupar por la niña.  Lamentablemente no se le hizo precisar la época por la que ocurrieron esos hechos, lo que era importante para el proceso. 

  



En esta sede declaró María Elena González Toro, quien empezó por decir que en vida de su hermana Margoth, Carlos Harvey la maltrataba, llegó a pegarle estando embarazada y la amenazaba; agregó que el demandado no se manifestaba para nada con la niña y un tiempo después sufrió un accidente que lo dejó inválido, lo que sabe porque lo vio dos veces, además porque su hermana Margoth le contó de ese suceso; después, dijo, no volvieron a saber nada de él. 

   



Elizabeth González Toro manifestó que su hermana Margoth pasó el embarazo sola y luego era ella la que mantenía a la niña, pues Carlos Harvey iba a verla pero económicamente no le colaboraba; precisó que las visitas del demandado antes de que Margoth se fuera a vivir a la casa de la familia, eran autorizadas por esta última, lo que le consta porque a veces ella, la testigo, estaba presente cuando él llegaba; dijo, además, que su hermana se pasó a vivir a la casa materna y Carlos Harvey no llegó a ir allí “porque mi hermana ya no quería saber que él la ubicara, ella no quería que él supiera dónde estaban ellos, porque este señor tuvo un accidente y estaba muy mal, entonces a ella le daba como miedo que él fuera y se le recostara allá en la casa y ella no tenía recursos económicos para mantenerlo”; precisó que cuando su hermana se enfermó ya hacía un tiempo Carlos Harvey había sufrido el accidente; agregó que no sabe si este se enteró del paradero de la niña porque Margoth por medio de una amiga le hacía saber que ella estaba en Cali, que no vivía acá.
   



Finalmente, Jhonatan González, hermano de Jency Leandra, quien la tiene bajo su cuidado, empezó por decir que el problema con Carlos Harvey “no es tanto el abandono, sino que él no ha vivido casi con ella”, sólo lo hizo cuatro o cinco meses y no le suministraba nada ya que no trabajaba, por eso Margoth decidió dejarlo; al preguntársele si el demandado visitaba a Jency Leandra, dijo que desde cuando él la tiene no, que cuando Margoth estaba viva hacía tiempo no la veía, pues él no se interesaba por la niña sino por la mamá, según ella le comentaba; sobre el accidente de Carlos Harvey dijo que apenas se enteró por comentarios de lo ocurrido y que había quedado paralizado medio cuerpo, lo que sucedió antes de que su mamá muriera; agregó que cuando ésta vivió por el sector del Parque Industrial el demandado mantenía allí pero no trabajaba y ella le pidió que se fuera y lo hizo, pero empezó a ir a hacerle escándalos, entonces ella cambió de residencia y se fue para el barrio Parque de los Leones de Cuba, también allí iba él en la misma tónica; de allí se trasladó para la casa de la familia y Carlos no se enteró de dónde vivía, pues en esos días ocurrió el accidente; de los maltratos y escándalos se dio cuenta porque Margoth le contaba a su esposa y ésta a él; reiteró que a Carlos sólo le interesaba Margoth y no la niña, y que siempre que iba a la casa la saludaba pero no salía con ella.
  



De estas últimas versiones, que provienen de personas allegadas a Jency Leandra González, surgen para la Sala las conclusiones que ya se esbozaron, esto es, que mientras Carlos Harvey González Ruiz tuvo conocimiento del paradero de su hija y la capacidad motriz para visitarla, lo hizo. Ahora, que las deficiencias en su comportamiento durante ese tiempo eran notorias, se acepta; y que su falta de contribución para el sostenimiento obligado de la niña fue evidente, también. Pero de ahí no se sigue que por lo menos hasta la época en que la madre de la niña decidió irse a vivir a un lugar donde el padre no supiera de su paradero, éste la hubiera abandonado en los términos que fueron planteados en los primeros renglones y en las providencias que sirven de cita. Es decir, que hasta ese momento no puede hablarse de un abandono total; el mismo Jhonatan González, quien tiene bajo su cuidado a la menor, empezó su intervención diciendo que no se trata propiamente de un abandono sino del evidente descuido que en sus relaciones como padre tuvo el demandado con la niña.
  



Y con posterioridad a ese alejamiento de la madre y la niña, no sólo por esa circunstancia, sino porque, como lo refirieron todos los deponentes, el demandado sufrió un accidente que lo dejó inválido, no habría como sostener que él se ha sustraído voluntariamente de los deberes que su condición de padre le imponen, ya afectivos, ora económicos.
  



Esta forma de ver las cosas impide que los hechos probados se subsuman en la regla 2ª del artículo 315 del Código Civil, porque, se repite, las condiciones fácticas de la relación entre Carlos Harvey González Ruiz y su hija Jency Leandra González González no dan para inferir que aquél la abandonó totalmente.
  



Ahora bien, lo que sí le queda claro a la Sala y ya se ha mencionado, es que el comportamiento del padre frente a la hija ha dejado mucho que desear, si como se demostró, no le ha brindado ningún apoyo económico y en lo afectivo se conformaba sólo con visitarla sin proporcionarle otras alternativas para compartir sus vidas.
  



En ese orden de ideas, teniendo presente lo que con suficiencia describió la Corte en la sentencia arriba transcrita sobre el interés superior del menor, pero guardando también la proporcionalidad entre ese interés y el derecho que le asiste al mismo menor de no ser separado de su familia, así como el del padre a que se le asegure un debido proceso y, por qué no, a mantener su vínculo con el niño en tanto no se haya acreditado un abandono total, se llega a concluir que en este caso particular, como ocurrió en aquel que fue resuelto por vía de esa acción de tutela, es necesario adoptar medidas que, sin violentar los derechos de uno y otro, pongan al menor en la mejor condición que sea posible. Recuérdese que en ese proveído dijo la alta Corporación que en los casos en que sin haberse producido el abandono total, sí se evidencia un abandono parcial de los deberes de uno de los padres, existen remedios menos drásticos como ordenar, de oficio, en un mismo proceso, la suspensión de ese derecho, o la custodia a favor del otro padre o como en este caso, de los familiares que tienen a la niña bajo su cuidado, el régimen de visitas, entre otras cosas.


En este asunto, tomando partido por lo primero y ante la evidencia de que Carlos Harvey incurrió repetidamente en el incumplimiento de sus obligaciones cuando pudo estar en comunicación con su hija, según quedó dicho, se adoptará una posición intermedia que haga sentir en el padre la necesidad de comprometerse con el desarrollo de la niña, pero también que le permita, dadas esas condiciones, el restablecimiento de la potestad que como padre le es propia.  Es decir, que se suspenderá el ejercicio de esas facultades, bajo el entendido claro de que restablecida la armonía afectiva con su hija y puesto en vía de contribuir adecuadamente con su sostenimiento, puede pedir su rehabilitación. 
Con tal propósito, bien puede ubicarse la situación del demandado en la última de las causales que señala el artículo 310 del estatuto civil, esto es, la larga ausencia del padre, visto como está que han transcurrido más de dos años sin que él haya podido acercarse a su descendiente, primero porque la madre se lo impidió al ocultarle la información del lugar donde se fue a residir con ella, y luego por la deficiencia física que a raíz del accidente ha limitado sus posibilidades de ejercer cabalmente su rol de padre. 
En ese sentido se modificará el ordinal primero del fallo consultado; en lo demás se confirmará.
Sin costas en esta sede por tratarse de una consulta.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada el pasado 18 de agosto, promovido por la Defensoría de Familia – Regional Risaralda, en representación de la niña Jency Leandra González González, contra Carlos Harvey González Ruiz, MODIFICANDO el ordinal primero en el sentido de que la sanción a imponer al demandado será la SUSPENSIÓN en el ejercicio de la patria potestad. 
Sin costas en segunda instancia.

Lo aquí decidido queda notificado en estrados. No  siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma la presente acta, una vez leída y aprobada por los que en ella intervinieron.

 



Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                          CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

   



La Secretaria,

   



MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
� Artículo 82, numeral 11, Ley 1098 de 2006


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,  sentencia de octubre 25 de 1984 


� Sentencia Sentencia T-953/06


� Como se sabe, la patria potestad es el conjunto de derechos que la ley le reconoce a los padres para facilitarles el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone (art. 288 del Código Civil). En esa medida, si el padre pierde la patria potestad no se desprende por ello de los deberes que la ley le asigna pero sin embargo pierde los derechos correlativos. 


� Como bien se sabe las autoridades y particularmente las autoridades judiciales pueden actuar de oficio para proteger los derechos del menor. Por esta razón, en aplicación directa de las normas constitucionales, los convenios internacionales y las normas legales, el juez puede, de oficio, en el proceso verbal de pérdida de patria potestad, adoptar la decisión de suspender la patria potestad o de otorgar la custodia a uno de los padres y si quien recibe la custodia no vive en el país puede otorgar permiso para residir fuera del Estado y definir el régimen de visitas que considere adecuado para proteger al menor sin desconocer el derecho del padre que permanece en territorio nacional de mantener contacto con su hijo o hija (art. 348 del CC). En este sentido por ejemplo, la Corte ya ha señalado que si a juicio de los funcionarios competentes, la permanencia del menor en el hogar paterno apareja alguna amenaza contra su integridad física o moral; o puede tener como resultado un intento por evadir lo dispuesto en la decisión judicial que otorga la custodia a la madre y que confiere permiso para residir fuera del país se podrá ordenar que las visitas se realicen en el hogar materno o de los abuelos maternos. Para estos efectos es relevante recordar que la Convención sobre los Derechos del Niño (Ley 12 de 1991), en su artículo 9.1 establece la obligación de los Estados parte de velar porque los niños no sean separados de sus padres salvo por razones necesarias para el interés superior del menor. Al respecto la norma citada establece “Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. ¦ 2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones. ¦ 3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. ¦”. Adicionalmente, la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, suscrita en Montevideo (Uruguay), el 15 dejulio de 1989 que dispone en su artículo 3º litaral a) que “el derecho de custodia o guarda comprende el derecho relativo del menor, y en especial el de decidir su lugar de residencia”, todo lo cual se encuentra amparado por lo establecido en el artículo 44 de la Carta y en el Código del Menor aún vigente, Cfr. Nota 24 infra.
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